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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN / IMPUGNACIÒN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBE ACUDIRSE A LOS MEDIOS ORDINARIOS DE DEFENSA.
La acción de tutela fue instituida por el Constituyente de 1991, con el fin de otorgar a los asociados un mecanismo idóneo para la protección inmediata de los derechos fundamentales…

Dicha acción de amparo constitucional es de carácter subsidiario o supletorio, por ello, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  A tal conclusión se llega, al tener en cuenta que el objetivo de la acción constitucional es la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales y según el artículo 86 de la Constitución Política el amparo “… sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. (…)
En lo que respecta al debido proceso, está consagrado como un  derecho fundamental, aplicable a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, que se contrae al conjunto de garantías mínimas previstas en el ordenamiento jurídico orientadas a la protección del individuo incurso en una conducta judicial o administrativamente sancionable y cuyos elementos integradores son: a) el derecho a la jurisdicción y el acceso a la justicia; b) el derecho al juez natural; c) el derecho a la defensa; d) el derecho a un proceso público desarrollado dentro de un tiempo razonable; e) el derecho a la independencia del juez y f) el derecho a la imparcialidad del juez o funcionario…
… debemos tener en cuenta que la Corte Constitucional en la Sentencia T-260 de 2018  reiteró que por regla general, la acción de tutela no procede para controvertir la validez, ni la legalidad de las actuaciones administrativas, en razón a que la naturaleza residual y subsidiaria de este mecanismo constitucional impone al ciudadano la carga razonable de acudir previamente, a través de los respectivos medios de control, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con el fin de solucionar los conflictos con la Administración y proteger los derechos de las personas…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Pereira, veintiséis (26) de noviembre dos mil veinte  (2020)
Proyecto aprobado por Acta No.851
Hora: 3:50 p.m.
OBJETO DE LA DECISIÓN
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Juan Pablo Valencia Quintero, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Pereira, dentro del proceso de tutela que promovió en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP. 

IDENTIDAD DEL ACCIONANTE
Es el señor Juan Pablo Valencia Quintero, identificado con cédula de ciudadanía 1.088’014.893 expedida en Dosquebradas (Risaralda), quien poder ser notificado en la calle 20 Nro. 6-30 Oficina 12-04 Edificio Banco Ganadero en Pereira y en el correo electrónico alianzatemporal3@gmail.com.
ENTIDAD ACCIONADA
Unidad Administrativa   Especial   de   Gestión   Pensional   y   Contribuciones Parafiscales de la Protección Social- UGPP, representada por la Subdirectora General de la Subdirección Jurídica de Parafiscales,  Claudia  Alejandra  Caicedo  Borrás, identificada  con  la  cédula  de  ciudadanía 30´740.347 de  Pasto (Nariño),  entidad ubicada en la calle 26 Nro. 69B–45 Piso 2 en Bogotá, con correo electrónico notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y teléfono 4237300.
HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA
El accionante informó que se encuentra vinculado a un proceso de cobro coactivo adelantado por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, UGPP, del cual se enteró solo hasta cuando el banco BBVA le dio a conocer que su cuenta de nómina estaba embargada.

Por lo tanto, solicitó a la UGPP copia íntegra de la actuación que dio origen a esa medida cautelar, por lo que se enteró que se trataba del expediente Nro. 20151520058011387, el cual corresponde a un proceso donde figura el acto administrativo denominado pliego de cargos M-290 expedido el día 24 de febrero de 2017, en el que se proponía una sanción por el no envío de información y el acto administrativo sancionatorio resolución sanción M583 del 27 de julio de 2017 que confirmaba la sanción propuesta en el pliego de cargos, donde se lo condenó a cancelar la suma de $164’910.000.

Explicó que la sanción se originó por no entregar una información a la UGPP que correspondía exclusivamente a indicarles que no debía reportar ningún dato, ya que no es empresario ni tiene personal a cargo, pues es trabajador dependiente.

Manifestó que la notificación personal y por aviso de los actos administrativos antes referidos se realizaron a la dirección Av. de las Américas 50-3 Bloque 3 apto 403 registrada en el RUT; sin embargo, no pudo enterarse de tales actuaciones pues hace más de 7 años que no reside allí, situación que fue conocida por la UGPP, conforme al certificado de la empresa de correo 472, con guía Nro. RN722177131CO del 6 de marzo de 2017, cuando se intentó notificar el pliego de cargos, porque devuelta por no vivir en ese lugar y por encontrarse el inmueble desocupado.
Adujo además que, la UGPP al no poder realizar la notificación personal en la dirección registrada en el RUT, el 14 de marzo de 2017 realizó por aviso la del pliego de cargos M-290 correspondiente al expediente 20151520058011387. El 27 de julio de 2017 la UGPP profirió la Resolución sanción M-583 y en su parte resolutiva ordenó notificarlo a la dirección registrada en el RUT a pesar de conocer que la misma no correspondía a su residencia, ni dirección de notificación, sobre esta notificación no ha tenido constancia alguna por parte de la UGPP, si realizó la entrega por medio de la empresa 472 servicio postales nacionales u otra empresa autorizada para dichas actuaciones, toda vez que con la información aportada como copia del expediente no se logra evidenciar el documento que pruebe dicho intento de notificación.  Nuevamente, según la UGPP el día 29 de septiembre de 2017 se realizó notificación por aviso de la resolución sanción M-583 correspondiente al expediente 20151520058011387.
Refirió que por no conocer del proceso administrativo adelantado por la UGPP, no le fue posible durante el trámite ejercer su derecho de defensa, por la indebida notificación por parte de la accionada de los actos administrativos expedidos en su contra.

Presentó un derecho de petición el 31 de agosto de 2020 ante la UGPP, para solicitar que le enviaran la respectiva evidencia de las acciones que esta entidad realizó sobre la publicación en la página web de los actos administrativos donde fue notificado por aviso.  Así mismo, se le remitiera la evidencia de la publicación en un lugar de acceso público de la UGPP según lo establecido en 568 del E.T., es decir, de los actos administrativos internos con los cuales organiza la fijación y desfijación de este tipo de notificaciones. Al respecto, la entidad brindó una respuesta que consideró es evasiva a su pedimento, toda vez que se limitó a remitir certificación de las fechas de fijación y desfijación, aun cuando la entidad debe contar con un procedimiento establecido para llevar un control de los actos administrativos que son publicados en cartelera.

Mencionó el pronunciamiento de esta Sala dentro del expediente 66 001 31 87 001 2017 00063 01, sentencia de segunda instancia del 7 de noviembre de 2017, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera, en un caso similar al suyo, en el cual se consideró que la UGPP podía tratar de notificar al accionante por medios distintos y alternativos al correo físico, como lo es el correo electrónico, y por ello, la UGPP debió notificarle al correo electrónico que reposa en el RUT, alianzatemporal3@gmail.com.

PETICIÓN
El accionante solicitó el amparo del derecho fundamental al debido proceso, en consecuencia, se ordenara a la UGPP suspender el proceso de cobro coactivo que se encuentra en firme en su contra, levantar las medidas cautelares a que haya lugar a favor de la UGPP, surtir efectiva notificación de pliego de cargos RPC-M-290 del 24/02/2017 para poder ejercer su derecho a la defensa y responder de fondo y de forma clara el derecho de petición radicado con el Nro. 20200400301588662. 

LA PROVIDENCIA IMPUGNADA
Mediante sentencia de primera instancia del 15 de octubre de 2020, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Conocimiento de esta capital resolvió declarar improcedente el amparo invocado, al considerar que no se acreditan los requisitos de procedibilidad de la acción constitucional, por existir otro mecanismo de defensa judicial para dirimir la controversia planteada, por lo que dada la naturaleza residual y subsidiaria de esta acción, se infiere que no es el instrumento adecuado para zanjar el conflicto planteado por el actor, quien deberá acudir ante el juez natural, donde tendrá tiempo suficiente y con todas las pruebas necesarias determinar si hay lugar a lo pretendido.

En lo atinente a la pretensión de respuesta al derecho de petición radicado en el mes de agosto hogaño, ante la UGPP con el número 20200400301588662, y relacionado con el envío de las evidencias sobre la publicación en la página web de la entidad de los actos administrativos y la publicación en un lugar de acceso al público en esa misma entidad, el   A quo advirtió que  la misma había sido resuelta de fondo, de forma clara y fue oportuna, siendo remitida a la dirección electrónica registrada por el demandante en su petición. 
LA IMPUGNACIÓN
Dentro del término para impugnar, el accionante manifestó que la decisión de primer grado carece de argumento al declarar improcedente  la acción de tutela con fundamento en que existe otro mecanismo de defensa judicial conforme a los hechos narrados en la demanda de tutela, en el entendido que mediante oficio del  25 de marzo de 2014 la UGPP requirió una información y concedió 15 días calendario para entregarla, lo cual no se realizó por el desconocimiento de dicho oficio, aun cuando en esa comunicación se ordenó que se notificaría por medio electrónico y la entidad accionada no realizó.  El 24 de febrero de 2017 se hizo por parte de la UGPP el pliego de cargos M-290 el cual no se notificó por correo a través de empresas postales debidamente autorizadas, porque en la dirección registrada en el RUT no residía para el día de los hechos, por lo que  la UGPP lo notificó por aviso sin agotar medios subsidiarios de notificación (correo electrónico), esta indebida notificación quedó en firme el día 22 de marzo de 2017, fecha a partir de la cual corrían 3 meses para dar respuesta al pliego de cargos M-290, lo cual no se hizo por desconocimiento del proceso administrativo que se adelantaba en su contra. 

El día 27 de julio de 2017 la UGPP profirió la resolución sanción M-583 y otorgó 2 meses de término para interponer el recurso de reconsideración, pero como no se pudo realizar la notificación por correo a través de empresas postales debidamente autorizadas, dicha resolución sanción quedó en firme por aviso sin agotar medios subsidiarios de notificación el día 3 de octubre de 2017, por lo que hasta el día 4 de diciembre de 2017 era viable interponer el recurso de reconsideración, lo que no realizó por desconocer las actuaciones administrativas que se adelantaban en su contra. Así las cosas, ha quedado demostrado que dichos recursos no serían procedentes por el hecho de presentarlos extemporáneos. 

Explicó que la existencia de otro medio defensa como el proceso de nulidad y restablecimiento de derecho, sería improcedente al no haber agotado la vía gubernativa, habida cuenta que es obligatorio presentar  el  recurso de reconsideración para acudir a la demanda de nulidad del acto particular, como tampoco se  podría plantear la acción de revocatoria directa establecida en el artículo 736 del estatuto tributario, porque ese estatuto consagra la oportunidad de ejercer tal recurso dentro de los (2) años a partir de la ejecutoria del correspondiente acto administrativo, y el último acto administrativo quedó en firme el 3 de octubre de 2017, es decir, que el 4 de octubre de 2019 caducó el término. Por lo tanto, no existe otro mecanismo idóneo para la protección de su derecho al debido proceso como la acción constitucional.

Consideró que la UGPP no cumplió lo mandado en la sentencia C-012 de 2013, porque no le notificó por los medios alternativos con los que tenía para hacerlo, entre ellos el correo electrónico.

Manifestó que de no protegerse sus  derechos fundamentales, estaría expuesto a trabajar para el Estado, por su condición de asalariado conllevará a esperar muchos años para poder acceder al pago de esa suma tan exorbitante, ahora bien esa sanción afecta intereses personales como no poder acceder a créditos bancarios por encontrarse su cuenta embargada, ni a planes de vivienda ni al subsidio que otorga el Gobierno Nacional, vulnerándose igualmente el derecho a una vivienda, de manera que la sanción impuesta  le genera un detrimento patrimonial, el cual apenas está construyendo, toda vez que a la fecha su único patrimonio es un vehículo automotor, que es su instrumento de trabajo, el cual adquirió por medio de un crédito y tiene medida cautelar a favor de la UGPP, por lo que en cualquier momento pueden ordenar el secuestro y posterior remate del mismo. 

Adujo que la UGPP lo reconoce como un gran empresario cuando en realidad no lo es, pues su vida la ha dedicado a ser estudiante y a emplearse para poder subsistir, nunca ha tenido empleados, ni personal a cargo, por el contrario, ha sido contratado por diversas empresas, actualmente labora en la empresa Tritech Colombia S.A.S, con una asignación salarial de $1.400.000, con la que subsiste al lado de su compañera permanente, persona desempleada, por ello, que la entidad accionada con sus acciones administrativas pone en peligro el poco patrimonio que ha podido conseguir y el que consiguiera en el trascurso de su vida.

Afirmó que para la fecha que la UGPP inició los procesos administrativos en su contra era estudiante de la Universidad Tecnológica de Pereira en la jornada diurna y dependía económicamente de su padre, ya fallecido, de allí, que no entiende el por qué una entidad del Estado lo sancionó con una cifra desproporcionada, sin ni siquiera tener en cuenta el debido proceso y la norma general del artículo 683 del Estatuto Tributario, que propende por el espíritu de justicia. 

Con respecto a la respuesta del derecho de petición que entregó la accionada es evidente que no hay una prueba clara que demuestre la fijación y desfijación de los actos administrativos que se adelantaron en su contra, los cuales se debieron realizar según lo establecido en artículo 568 del Estatuto Tributario, por lo que el juez constitucional debería exigir prueba clara y concreta que demuestre que se realizó dicha acción, es imposible que este hecho quede demostrado con una simple certificación expedida por la misma entidad tutelada, pues entidades similares a la UGPP manejan dicha información por medio de consecutivos y actas que demuestran que se realizó la fijación y des-fijación de los actos.
Reiteró las pretensiones esbozadas en la demanda de tutela.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala es competente para conocer en segunda instancia de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario del artículo 86 de la Constitución Política de Colombia. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991.

Problema Jurídico
Corresponde en esta instancia determinar si la acción de tutela es procedente para ordenar a la UGPP suspender el proceso de cobro coactivo en contra del accionante y a favor de esa entidad, así, ordenar a la UGPP que levante las medidas cautelares decretadas en el proceso administrativo y realice una efectiva notificación de pliego de cargos RPC-M-290 del 24/02/2017, con el fin de que el accionante ejerza su derecho a la defensa. En consecuencia, establecer si la decisión del A quo de no acceder a la protección del derecho al debido proceso se debe revocar o, si por el contrario, se debe confirmar la misma.
Solución al Dilema Jurídico

La acción de tutela fue instituida por el Constituyente de 1991, con el fin de otorgar a los asociados un mecanismo idóneo para la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos resultaren vulnerados por alguna entidad estatal o por los particulares, en los casos señalados en la ley.

Dicha acción de amparo constitucional es de carácter subsidiario o supletorio, por ello, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  A tal conclusión se llega, al tener en cuenta que el objetivo de la acción constitucional es la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales y según el artículo 86 de la Constitución Política el amparo es procedente “… cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” norma que expresamente dispone “… sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

En lo que respecta al debido proceso
, está consagrado como un  derecho fundamental, aplicable a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, que se contrae al conjunto de garantías mínimas previstas en el ordenamiento jurídico orientadas a la protección del individuo incurso en una conducta judicial o administrativamente sancionable y cuyos elementos integradores son: a) el derecho a la jurisdicción y el acceso a la justicia; b) el derecho al juez natural; c) el derecho a la defensa; d) el derecho a un proceso público desarrollado dentro de un tiempo razonable; e) el derecho a la independencia del juez y f) el derecho a la imparcialidad del juez o funcionario.  Con relación al debido proceso, la Corte Constitucional ha señalado en su jurisprudencia que: “(…) los derechos de defensa y contradicción han sido definidos como los que se reconocen a toda persona “de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así como ejercitar los recursos que le otorga”
 la ley. En este sentido, esta Corporación ha indicado que el derecho de defensa se centra en la posibilidad de que el administrado conozca y pueda hacer parte del procedimiento que lo involucra y, a partir de ahí, exponer su posición y debatir la decisión con los recursos y medios de control dispuestos para el efecto
, a la par que el de contradicción tiene énfasis en el debate probatorio e implica la potestad de presentar pruebas, solicitarlas, “participar efectivamente en su producción” y en “exponer los argumentos en torno a lo que prueban los medios de prueba
”. 

Tenemos en este asunto específico que el accionante argumenta que no pudo ejercer su derecho de defensa y contradicción dentro del proceso administrativo que adelantó en su contra la UGPP, el cual culminó con una sanción pecuniaria, por no haber sido enterado de las actuaciones adelantadas por la entidad accionada. Sin embargo, se constató que  la sanción, objeto de inconformidad por parte del actor, se originó con ocasión del requerimiento que la UGPP le hizo al señor Valencia Quintero a través del comunicado Nro. 20146200874771 del 25 de marzo de 2014, en el que se le indicó que tenía un término de 15 días calendario, contados a partir del día siguiente a la notificación del mismo, para que allegara la información tributaria y contable por los periodos 01/01/2011 al 31/12/2013, en aras de determinar la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la Protección Social. Comunicación que le fue notificada al actor en la dirección Av. Las Américas 50 03 BL 3 AP 403 Paseo de la Castellana de esta capital, que es la registrada en el RUT, puesto que allí fue recibida el 29 de marzo de 2014, tal como consta en la guía de correo Nro. RN155960760CO emitida por Servicios Postales Nacionales S.A. 472.  
De allí en adelante, la UGPP continuó con las etapas correspondientes al proceso sancionatorio por falta de información del contribuyente y emitió los actos administrativos que resultaron adversos al accionante, los que intentó notificar en la dirección Av. Las  Américas 50 03 BL 3 AP 403 Paseo de la Castellana en esta capital, pero las comunicaciones fueron devueltas por la empresa de mensajería, razón por la cual la UGPP debió notificar por aviso los actos administrativos de pliego de cargos M-290 del 24/02/2017 correspondiente al expediente 20151520058011387 y la la Resolución sanción M-583 del 27/07/2017, lo que consideró el accionante una vulneración a su derecho fundamental al debido proceso, en el entendido de que la UGPP debió haber notificado todas sus actuaciones por otros medios legales, como el correo electrónico que se encuentra registrado en el RUT.
Enfrentadas así las partes, debemos tener en cuenta que la Corte Constitucional en la Sentencia T-260 de 2018
 reiteró que por regla general, la acción de tutela no procede para controvertir la validez, ni la legalidad de las actuaciones administrativas, en razón a que la naturaleza residual y subsidiaria de este mecanismo constitucional impone al ciudadano la carga razonable de acudir previamente, a través de los respectivos medios de control, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con el fin de solucionar los conflictos con la Administración y proteger los derechos de las personas y en ese sentido dicha Corporación manifestó:

“37. (…) En este sentido, la Corte manifestó en la Sentencia T–030 de 2015: “que conforme al carácter residual de la tutela, no es, en principio, este mecanismo el medio adecuado para controvertir las actuaciones administrativas, puesto que para ello están previstas las acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En ese escenario, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales cuando quiera que esperar a la respuesta de la jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio irremediable […]”.

38. En este sentido, esta Corte ha determinado que, excepcionalmente, será posible reclamar mediante la acción de tutela la protección de los derechos fundamentales vulnerados por la expedición de un acto administrativo, no sólo cuando se acude a la tutela como medio transitorio de amparo, evento en el cual será necesario acreditar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, sino también cuando se constata que el medio de control preferente carece de idoneidad
 y/o eficacia
 para garantizar la protección oportuna e inmediata sobre los derechos fundamentales vulnerados. 

39. (…), debe constatarse como requisito sine qua non, un perjuicio irremediable que desplace la órbita de competencia del juez contencioso administrativo”. (Subrayado propio)

Al respecto debemos concluir que el accionante debe acudir en la búsqueda de sus pretensiones a los mecanismos de defensa previstos, como los medios de control, en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, de simple nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho, regulados en los artículos 137 y 138, a través de los cuales se puede demandar y solicitar, entre otras, la medida cautelar de suspensión provisional de los efectos del cobro coactivo de la sanción pecuniaria que le fue impuesta, lo cual se encuentra consagrado en el artículo 230 Ibídem, y que de ser decretada, perduraría hasta que se expida la decisión definitiva por el juez administrativo, lo que de plano descarta la posible configuración de un agravio irreversible al accionante. 
Es así, como el artículo 138 CPACA, -Ley 1437 de 2011-, establece como uno de los medios de control de la actuación de las autoridades la nulidad y restablecimiento del derecho, con la cual se concede a las personas la posibilidad de solicitar que se declare la nulidad del acto administrativo que lesiona un derecho subjetivo y le sea restablecido, nulidad, que según la Corte Constitucional, puede ser decretada cuando los actos se expidan: “(a) desconociendo las normas en que deberían fundarse, (b) por un órgano que carece de competencia, (c) de manera irregular, (d) violando el derecho de audiencia y defensa, (e) mediante falsa motivación o (f) con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió (art. 137 inc. 2º)”. 
 

Consecuente con lo anterior, esta Colegiatura considera que en este asunto en específico las controversias en torno de la legalidad de las decisiones de la administración, deben discutirse ante la jurisdicción correspondiente, sin que sea viable pretender sustituirla por este mecanismo extraordinario de la acción de tutela habida cuenta de su carácter subsidiario.

Existe plena claridad, en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.  La Corte Constitucional ha fijado los elementos característicos de la amenaza de perjuicio irremediable que se deben acreditar para que la acción de tutela proceda.
 

“(i) Es necesario que existan motivos serios y razonables que indiquen que una determinada providencia Y/o acto administrativo puede haber sido adoptada con desconocimiento de las garantías constitucionales y legales pertinentes y, por ende, con violación de los derechos fundamentales de los afectados, en particular al debido proceso. 
(ii) El perjuicio que se deriva de la providencia y/o acto administrativo ha de amenazar con hacer nugatorio el ejercicio de uno o más derechos fundamentales de los sujetos.  
(iii) Debe tratarse de un daño que cumpla con los requisitos de certeza, inminencia, gravedad y urgente atención.
(iv) Asimismo, existe un perjuicio irremediable grave cuando se trata de derechos fundamentales cuyo ejercicio está delimitado temporalmente por la Constitución, por ejemplo, el derecho a la representación política o el derecho a ser elegido miembro de corporaciones públicas.  
(v) Finalmente, para que la acción de tutela sea viable es necesario que los medios ordinarios de defensa no sean lo suficientemente expeditos como para controlar la legalidad y constitucionalidad de las medidas impugnadas”. 
Debe dilucidarse que en apariencia este caso se asemeja al resuelto por la Sala en la sentencia del 7 de noviembre de 2017, en la tutela 66001318700120170006301, con ponencia del Dr. Manuel Yarzagaray Bandera, pero se diferencia, y es lo que conlleva al fallo diferente, que al señor Juan Pablo Valencia Quintero le llegó a su residencia la notificación del comunicado Nro. 20146200874771 del 25 de marzo de 2014, en el que se le requirió que allegara la información tributaria y contable por los periodos 01/01/2011 al 31/12/2013, en aras de determinar la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la Protección Social, otorgándole un plazo de 15 días calendario, lo que no cumplió el actor y por ello el proceso que culminó en sanción adelantado en su contra, es decir, que si tenía conocimiento del mismo, por ello no se le puede atender en la hora de ahora que alegue desconocimiento.

Con fundamento en lo precedente, y una vez analizados los elementos con vocación probatoria allegados, esta Colegiatura no pudo verificar la existencia de alguna circunstancia que configure un daño inminente e irreparable que amerite la intervención del juez constitucional.

Con respecto al derecho fundamental de petición reclamado por el actor, tal como lo consagra el canon 23 de la Carta Superior, debemos tener en cuenta que este derecho comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto a los requisitos para que se materialice el derecho de petición, entre los que se encuentra que “(…) (c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición (…)”. 

Conforme con la jurisprudencia constitucional, se considera que la UGPP le respondió al señor Valencia Quintero con el comunicado Nro. 2020150002692011 del 26 de agosto de 2020 lo concerniente a la notificación por aviso, lo cual fue puesto en conocimiento del accionante, lo que resuelve de fondo lo pedido, por lo que se configura un hecho superado.
Por lo discurrido, esta Sala confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, por medio de la cual negó el amparo de los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de los que es titular el señor Luis Carlos González. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en Nombre de la República y por Autoridad de la Ley 

RESUELVE

PRIMERO: Confirmar el fallo proferido el 15 de octubre de 2020, por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, por medio de la cual declaró improcedente la protección al debido proceso invocada por el señor Juan Pablo Valencia Quintero y le negó el amparo del derecho fundamental de petición.
SEGUNDO: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión de conformidad con lo dispuesto por el inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Art, 29 Constitución Política de Colombia.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-385-19.htm" \l "_ftnref64" \o "" �[64]� Sentencia T-544 de 2015.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-385-19.htm" \l "_ftnref65" \o "" �[65]� Sentencia T-051 de 2016.
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� Sentencia T-385 de 2019 


� MP Alejandro Linares Cantillo.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-260-18.htm" \l "_ftnref39" \o "" �[39]� La Corte ha explicado que la idoneidad hace referencia a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho. Ver entre otras las sentencias SU-961 de 1999, T-589 de 2011 y T-590 de 2011.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-260-18.htm" \l "_ftnref40" \o "" �[40]� En cuanto a la eficacia, este Tribunal ha indicado que se relaciona con el hecho de que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado. Ver, entre otras, las sentencias T-211 de 2009, T-858 de 2010, T-160 de 2010, T-589 de 2011 y T-590 de 2011.


� SU 355 de 2015.


�  Sentencia SU 772 de 2014.





� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero
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